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México D.F., 5 de octubre de 2012

Consulta a los Actores del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos
Comentarios al Proceso de Reforma 2012
En el marco del Proceso de Reforma 2012: Consulta de la CIDH a los Actores del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos, las organizaciones abajo firmantes, quienes nos dedicamos principalmente a la promoción y defensa del medio ambiente sano, nos permitimos presentar comentarios sobre algunos temas que son de nuestra particular preocupación.
En primer lugar, nos referiremos a los mecanismos y criterios para la individualización y/o determinación de las presuntas víctimas en el marco del Sistema de Petición Individual y, en segundo lugar, a la individualización y/o determinación de beneficiarios en el procedimiento de Medidas Cautelares.  Haremos referencia asimismo a la importancia de mantener un balance entre la necesidad de seguridad jurídica en los procesos, lo cual ha sido un requerimiento de los Estados, con la flexibilidad que éstos requieren para que el Sistema Interamericano continúe siendo un sistema efectivo de protección de derechos humanos.
Antes de entrar al análisis de cada uno de los temas, consideramos fundamental hacer mención a la necesidad de que la interpretación de las normas del Reglamento y las posibles modificaciones al mismo redunden en un verdadero fortalecimiento del Sistema Interamericano.

Así, es necesario tener en cuenta que el 31 de diciembre de 2009 entraron en vigor las más recientes reformas al Reglamento de la CIDH, que ya incorporan muchas de las recomendaciones del Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH, por lo que se debe dar tiempo a las modificaciones ya realizadas para que demuestren su efectividad.  Además, es fundamental observar con cuidado la posible inclusión de requisitos nuevos al Sistema de Petición Individual o de solicitud de medidas cautelares que puedan traer como consecuencia obstáculos para el acceso al Sistema, así como un grave riesgo en términos del acceso a la justicia de las víctimas de violaciones de derechos humanos.
I. Sistema de Petición Individual
El Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH en su Informe de 13 de diciembre de 2011 recomendó a la Comisión Interamericana en su apartado relacionado con los “Asuntos de procedimiento en la tramitación de los casos y peticiones individuales”, entre otros, “[e]stablecer mecanismos para determinar e individualizar a las presuntas víctimas”.
Asimismo, en su documento de Consulta, la CIDH pregunta sobre los mecanismos y criterios para la individualización y/o determinación de las presuntas víctimas en la denuncia ante la Comisión.
Respecto a la pregunta planteada, consideramos que la regulación de la identificación de las presuntas víctimas en el Reglamento vigente es adecuada, por lo que no deberían hacerse más modificaciones a las que ya se hicieron en 2009 ya que cualquier restricción en este punto podría afectar la protección de los derechos.  A continuación, tomando como base el Reglamento y las decisiones del Sistema, presentaremos los argumentos que sustentan esta posición.
El artículo 28.e del Reglamento de la Comisión señala que las peticiones deberán contener “de ser posible, el nombre de la víctima, […]” por lo que no exige, como ya lo ha señalado la Comisión, “la identificación completa de las presuntas víctimas en cada circunstancia en la etapa de admisibilidad”
 (resaltado no original).
La CIDH ha reconocido que el artículo 28.e del Reglamento de la CIDH no contiene limitaciones de competencia en términos de la identificación “plena y total” de las personas afectadas por la violación y que “se trata de una omisión deliberada, destinada a permitir el examen de violaciones a los derechos humanos que —por sus características— pueden afectar a una persona o grupo de personas determinadas pero que no necesariamente se encuentran plenamente identificadas”
 al momento de interponer la denuncia.  La posibilidad de presentar denuncias sin la plena y total identificación de las víctimas tiene sentido justamente reconociendo que en algunas situaciones con características particulares existe una imposibilidad real de realizar dicha identificación, sin que ello implique una negación del acceso al Sistema Interamericano.
Las características particulares de los casos concernientes a violaciones de derechos humanos a causa de la degradación del ambiente son altamente complejas, lo cual hace necesario mantener flexible el criterio de identificación de las víctimas, por la imposibilidad de individualizarlas plena y totalmente.  En la mayoría de los casos, los daños al medio ambiente afectan a comunidades enteras y la identificación de cada una de las víctimas además de ser compleja, está determinada por una serie de factores como “la falta de educación e información, el nivel socio-económico de una persona o grupo de personas, el acceso a servicios médicos adecuados, y el ausente o inadecuado acceso a protección judicial que facilite la denuncia”
.  Asimismo, incluso la magnitud, la duración y las características de los daños al medio ambiente, impiden la identificación integral de víctimas
.  También puede haber situaciones en que algunas personas ni siquiera conocen que son o que pueden ser víctimas.  Sin embargo, esa necesaria flexibilidad no implica que se presenten peticiones deliberadamente o sin fundamento alguno, sino obedece a una realidad y unas características concretas, ya descritas, que justifican el mantener la posibilidad de presentar peticiones en las que las víctimas sean personas determinadas o determinables pero no necesariamente individualizadas.

En esa medida, el hecho de que la Comisión y la Corte hayan dispuesto “la protección de una pluralidad de personas que no han sido previamente nominadas pero que sí son identificables y determinables”
 ha representado un elemento clave de protección para comunidades afectadas por los daños al medio ambiente.  Ambos órganos reafirman el hecho de que, en ciertas circunstancias, individualizar a las víctimas al momento de la denuncia impediría el acceso a la justicia de las víctimas de violaciones de derechos humanos.
Así, es importante destacar la importancia que ha tenido para el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos tener abierta la posibilidad de identificar a las víctimas una vez presentada la petición, sin lo cual, casos como los que siguen no habrían prosperado.  El caso de la Comunidad de La Oroya
 donde si bien la petición fue presentada a favor de un grupo identificado de personas, los daños causados por la contaminación del complejo metalúrgico afectan a toda la comunidad en su conjunto; el caso de la Comunidad San Mateo de Huanchor
 y Comunidades Indígenas Ngöbe
 donde se reconocen como presuntas víctimas a los miembros de las comunidades.  De igual manera, otras peticiones que se encuentran en etapa de evaluación preliminar como son la de la Mina de oro Marlin en Guatemala y la represa de Belo Monte en Brasil, entre otras, en las que se plantean como víctimas a comunidades enteras afectadas.  En estos últimos dos casos, los proyectos conllevan claras posibles afectaciones a los derechos humanos donde ni el Estado mismo sabe quiénes son las víctimas individualizadas, por lo que exigir su individualización al presentar la petición podría exigir implícitamente que los hechos estuvieran consumados, lo cual eliminaría la posibilidad de prevenir las violaciones.
Estos casos, como muchos otros ante el Sistema, por ejemplo de personas privadas de libertad, migrantes y niños y niñas, entre otros, destacan la importancia del reconocimiento de las víctimas colectivas como sujeto de violaciones de los derechos consagrados en la Convención Americana y otros instrumentos interamericanos, sin exigir su individualización como requisito de admisibilidad.  Por lo que, con la restricción y/o limitación a la posibilidad de presentar peticiones en favor de víctimas colectivas se generaría una desprotección de las personas afectadas y se desnaturalizaría la protección que el Sistema debe dar a personas cuyos derechos son violados pero que por las características de la situación sea imposible individualizar a cada persona afectada.

II. Medidas Cautelares
El Grupo de Trabajo Especial de Reflexión sobre el Funcionamiento de la CIDH para el Fortalecimiento del SIDH en su Informe de 13 de diciembre de 2011 recomendó a la Comisión Interamericana en su apartado relacionado con las “Medidas cautelares”, entre otros, “[m]ejorar los mecanismos para determinar e individualizar a los beneficiarios de medidas cautelares”.
En su documento de Consulta, la CIDH pregunta sobre la individualización y/o determinación de beneficiarios en la solicitud de medidas cautelares y su evaluación.
En primer término, las organizaciones abajo firmantes, quisiéramos manifestar nuestra profunda preocupación con relación a que varios de los requerimientos de los Estados en el proceso de fortalecimiento, relativos a las medidas cautelares, particularmente medidas cautelares colectivas, eran parte de la práctica de la CIDH y se refieren a reformas que ya fueron efectuadas en el Reglamento, en vigor desde el 31 de diciembre de 2009.  Por lo anterior, consideramos que en lugar de que la CIDH y los Estados abran de nuevo a discusión esos puntos, se debe dar un tiempo razonable para que dichos cambios incorporados al Reglamento den resultado y se vayan perfeccionando.  Vale la pena mencionar que elementos como el que se somete a consulta respecto a medidas cautelares para grupos de víctimas colectivas, fueron objeto de análisis detallados durante la consulta llevada a cabo en 2009, a cuyo término se concluyó en el cambio incorporado.
El artículo 25.3 del Reglamento de la CIDH establece lo siguiente: “[l]as medidas a las que se refieren los incisos 1 y 2 anteriores [medidas cautelares] podrán ser de naturaleza colectiva a fin de prevenir un daño irreparable a las personas debido a su vínculo con una organización, grupo o comunidad de personas determinadas o determinables”.  El artículo 25.8 establece: “[l]a Comisión podrá requerir a las partes interesadas información relevante sobre cualquier asunto relacionado con el otorgamiento, observancia y vigencia de las medidas cautelares.  El incumplimiento sustancial de los beneficiarios o sus representantes con estos requerimientos, podrá ser considerado como causal para que la Comisión deje sin efecto la solicitud al Estado de adoptar medidas cautelares.  Respecto de medidas cautelares de naturaleza colectiva, la Comisión podrá establecer otros mecanismos apropiados para su seguimiento y revisión periódica”.
Al respecto, es importante destacar la importancia que para el Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos han tenido medidas cautelares dictadas para grupos de personas, aún antes de la reforma al Reglamento del año 2009.  Ello ha permitido actuar e incluso salvar vidas, en situaciones con características especiales donde se comprueba que hay una amenaza grave a los derechos humanos que causaría daños irreparables a un grupo de personas o una comunidad en la misma situación, donde la identificación o individualización de las víctimas es imposible o demasiado compleja.  Algunos de estos casos son las Comunidades Indígenas Mayas y sus miembros (Belice, 2000)
, la Comunidad Sarayaku (Ecuador, 2003)
; los miembros de la Comunidad San Mateo de Huanchor (Perú, 2004)
.  Estas medidas han protegido a colectividades ante el desarrollo de proyectos que podrían afectar su vida e integridad personal, entre otros derechos protegidos por la Convención Americana.  A través de estas medidas, la Comisión ha ordenado a los Estados por ejemplo, la ejecución de programas de asistencia y atención en salubridad y atención médica a la población, especialmente a los niños y niñas.
Asimismo y con posterioridad al cambio del Reglamento, en muchos casos las medidas han buscado proteger a las colectividades de inminentes afectaciones al ambiente y en consecuencia de violaciones a su derecho a la vida, a la integridad, a la salud, entre otros, cristalizando así el propio objeto de las medidas que es evitar que se produzcan daños irreparables.  Dos casos que ejemplifican la situación son las medidas respecto de las Comunidades del Pueblo Maya (Sipakepense y Mam) de los municipios de Sipacapa y San Miguel Ixtahuacán en el Departamento de San Marcos (Guatemala, 2010)
 y respecto de las Comunidades Indígenas de la Cuenca del Río Xingu, Pará (Brasil, 2011)
.  Ambas medidas cautelares ordenaron inicialmente la suspensión de los proyectos y posteriormente modificaron su objeto, manteniendo su vigencia, a fin de proteger la vida, salud e integridad personal de las comunidades, regularización de tierras, tener acceso a fuentes de agua potable, entre otras medidas.  Adicionalmente, en ambas situaciones se pretende proteger el objeto de la petición y evitar que al final del proceso, las violaciones denunciadas sean hechos consumados e irreparables. 
En ese sentido, es posible observar que las medidas cautelares otorgadas por la Comisión respecto de comunidades que estarían viendo sus derechos amenazados por daños al ambiente se han referido principalmente a comunidades y a grupos de personas que si bien no están individualizadas, sí son determinables.  En esa medida, restringir y/o limitar la posibilidad de las medidas cautelares colectivas, desnaturalizaría la protección a comunidades ante una situación de gravedad o urgencia relacionada a daños al ambiente que pueda ocasionar un daño irreparable a sus derechos humanos.
Finalmente, las organizaciones abajo firmantes queremos reiterar la necesidad de que los Estados reconozcan la autonomía de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos y que en esa medida es fundamental el fortalecimiento del Sistema Interamericano de Protección de los Derechos Humanos a través de reformas que en realidad operen en pro de la defensa de los derechos humanos en el hemisferio.

Agradecemos la oportunidad para enviar estos comentarios y continuaremos pendientes de los resultados de las discusiones, así como de continuar participando de este importante proceso, con miras a colaborar para que el resultado beneficie la protección efectiva de los derechos humanos.

Muy cordialmente,

Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente (AIDA) - Regional 
Centro Mexicano de Derecho Ambiental (CEMDA) – México
Centro de Incidencia Ambiental de Panamá (CIAM) - Panamá

Earthjustice – Estados Unidos de América
Sociedad Peruana de Derecho Ambiental (SPDA) - Perú
� CIDH. Informe No. 78/09, Petición 478-05, Admisibilidad, Migrantes indocumentados, residentes legales y ciudadanos estadounidenses víctimas de vigilantes anti-inmigrante, Estados Unidos, 5 de agosto de 2009, párr. 41.


� CIDH. Informe N° 86/06, Petición 499-04, Admisibilidad, Marino López y Otros (Operación Génesis), Colombia, 21 de octubre de 2006, párr. 34.  Ver también CIDH. Informe No. 69/04, Petición 504-03, Admisibilidad, Comunidad de San Mateo de Huanchor y sus Miembros, Perú, 15 de octubre de 2004, párr. 41; Corte I.D.H., Caso Pueblo Indígena de Sarayacu. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de julio de 2004, considerando noveno; Corte I.D.H., Caso Pueblo Indígena Kankuamo. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 5 de julio de 2004, considerando noveno; Corte I.D.H., Caso de las Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de marzo de 2003, considerando noveno; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de junio de 2002, considerando octavo; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 24 de noviembre de 2000, considerando séptimo. Además, Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C No. 79, párr. 2.


� Wagner, Martin y Puentes, Astrid. Construyendo la Estrategia para el Litigio de Casos Ambientales ante el SIDH en: Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente. “Guía de Defensa Ambiental”, AIDA, 2008, pág. 121.


� Wagner, Martin y Puentes, Astrid. Construyendo la Estrategia para el Litigio de Casos Ambientales ante el SIDH en: Asociación Interamericana para la Defensa del Ambiente. “Guía de Defensa Ambiental”, AIDA, 2008, pág. 122.


� Corte I.D.H., Caso Pueblo Indígena Sarayaku. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de julio de 2004, considerando noveno.  Ver también: Corte I.D.H., Caso de las Comunidades del Jiguamiandó y del Curbaradó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 6 de marzo de 2003, considerando noveno; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 18 de junio de 2002, considerando octavo; Corte I.D.H., Caso de la Comunidad de Paz de San José de Apartadó. Medidas Provisionales. Resolución de la Corte Interamericana de Derechos Humanos de 24 de noviembre de 2000, considerando séptimo; y Corte I.D.H., Caso de la Comunidad Mayagna (Sumo) Awas Tingni Vs. Nicaragua. Sentencia de 31 de agosto de 2001. Serie C Nº 79, párr. 149.


� CIDH. Informe No. 76/09, Petición 1473-06, Admisibilidad, Comunidad de La Oroya, Perú, 5 de agosto de 2009.


� CIDH. Informe No. 69/04, Petición 504-03, Admisibilidad, Comunidad de San Mateo de Huanchor y sus Miembros, Perú, 15 de octubre de 2004.  “De acuerdo a información proporcionada por los peticionarios, San Mateo de Huanchor es una comunidad definida que cuenta con una población de 5.600 habitantes”.


� CIDH. Informe No. 75/09, Petición 286-08, Admisibilidad, Comunidades Indígenas Ngöbe y sus Miembros en el Valle del Río Changuinola, Panamá, 5 de agosto de 2009.  “Las presuntas víctimas comprenden principalmente cuatro comunidades pertenecientes al pueblo indígena Ngöbe – Charco la Pava, Valle del Rey, Guayabal y Changuinola Arriba – las cuales conjuntamente tienen 1.005 habitantes. Adicionalmente, se mencionan otras comunidades Ngöbe – Nance de Riscó, Valle de Riscó, Guayacán y Bajo la Esperanza, con una población de 4.000 - que estarían afectadas por las mismas acciones del Estado que son alegadas por los peticionarios. Todas estas comunidades se encuentran ubicadas en lugares geográficos específicos, cuyos miembros pueden ser individualizados e identificados”.


� “11. El 20 de octubre de 2000, la CIDH otorgó medidas cautelares en favor de las Comunidades Indígenas Mayas y sus miembros (caso 12.053) […]”.  Ver: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/medidas/2000.sp.htm" �http://www.cidh.org/medidas/2000.sp.htm�.


� “34. El 5 de mayo de 2003 la Comisión otorgó medidas cautelares en favor de Franco Viteri, José Gualinga, Francisco Santi, Fabián Grefa, Marcelo Gualinga y demás miembros de la Comunidad Indígena Sarayacu […]”. Ver: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/medidas/2003.sp.htm" �http://www.cidh.org/medidas/2003.sp.htm�


� “49. El 17 de agosto de 2004 la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de Oscar González Anchurayco y miembros de la Comunidad de San Mateo de Huanchor […]”.  Ver: � HYPERLINK "http://www.cidh.org/medidas/2004.sp.htm" �http://www.cidh.org/medidas/2004.sp.htm�


� “El 20 de mayo de 2010, la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de los miembros de 18 comunidades del pueblo indígena maya: Tres Cruces, Escupijá, Pueblo Viejo, La Estancia, Poj, Sipacapa, Pie de la Cuesta, Cancil, Chual, Quecá, Quequesiguán, San Isidro, Canoj, Ágel, San José Ixcaniché, San José Nueva Esperanza, San Antonio de los Altos, y Siete Platos, en Guatemala […]”.  Ver: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/indigenas/proteccion/cautelares.asp#Pueblo_Maya" �http://www.oas.org/es/cidh/indigenas/proteccion/cautelares.asp#Pueblo_Maya� 


� “El 1 de abril de 2011, la CIDH otorgó medidas cautelares a favor de los miembros de las comunidades indígenas de la cuenca del Río Xingu, en Pará, Brasil: Arara de la Volta Grande do Xingu; Juruna de Paquiçamba; Juruna del "Kilómetro 17"; Xikrin de Trincheira Bacajá; Asurini de Koatinemo; Kararaô y Kayapó de la tierra indígena Kararaô; Parakanã de Apyterewa; Araweté del Igarapé Ipixuna; Arara de la tierra indígena Arara; Arara de Cachoeira Seca; y las comunidades indígenas en aislamiento voluntario de la cuenca del Xingu […]”.  Ver: � HYPERLINK "http://www.oas.org/es/cidh/indigenas/proteccion/cautelares.asp#382-10" �http://www.oas.org/es/cidh/indigenas/proteccion/cautelares.asp#382-10�.
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